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Artículo 1"

RESOLUCÍ0N l\l' 993

POR ¡-A OUE SE FORMULA ACIJSACIOTü ANTE LA FIONOHABLE CAT\'IARA

DE SENADIfRES, CONITRA EL PRESIDEhITE DE LA REPUBLICA, SEÑOR

LUIS ANG|EL GONZALEZ IVIACCHI, A LOS EFECTOS DE LA

INJSTAURACION DEL JUIGIO POLII'ICO FREV¡STO EN EL ARTICULCI 225
DE LA CONST¡TUCION NACIOIUAL

LA HONORABLE CAMARA DrE DIPUTADOS DE LA NACION

RESUELVE:

l¡iciar el procedimiento de enjuiciamiento prc,lítico del Presidente de la

F:epública en los siguientes térrninos:

a) Formular acusación :¡nte la Honorable Clármara de Senadores de la

¡ación, contra el Presidente de la Relprúblic;a, Sr. Luís Angel González

Nlacchi, por hechos que constituyetr la causal de rnal desempeño y que'

además, podrían const¡tuir delitos conletidos en e eiercicio del cargo y

delitos cot-r,url€s, de conformidad a lo dispu€lsto er, el Artículo 225 de la

C)onstitución Nacional;

b) Comunicar la presente Resolucii¡n a la Honorable Cámara de Sen¿¡dores

de la Nacirin para el sometimiento al corre:;pondiente juicio político de'

F'residente de la República, Sr. Luís An1¡el González Macchi, cle acuerdo al

procedimie¡tto establecido para el efecto previsto por el Artículo 225 de la

Oonstitución Nacional, y de ser hallado culpable, proceder a su destitución

clel cargo y a su eventual remisión de los antecedentes a la jr.tsticia

c,rdinaria, si se estableciera la supuester comisión de delitos en el ej'3rcicio

,:lel cargo;

c) Establec:er que la exposición cle motivos que acompaña la denuncia

f ormulada por varios diputados f o'rna parte de la misma Y , en

oonsecuenr:ia, disponer su remisión y' la de los demás antecedentes y

recaudos clocumentales pertinentes a la Hol'¡c'rable Cámara de Senadores

tle la Nacirin en caliclad de anexo y/Jundamento de la acusación que se

l'ormula; y



EXPOSICION DE MOTIVOS

l.ANTECEDENTES

El presente Juricio Político tiene sus antecedentes rr-=motos en el que se llevara cabo en
1.931, al entonces Presirlente de la República don J,rsé P 'Guggiari, quien luego de pedir
permiso por los hechc,s del 23 de octubre de ese año y, habiendo asumido el
Vicepresidente: de la República se sometió a Juicio Politico, siendo sobreseído por el
Congreso Nacional, volviendo en consecuencia a reasumir el cargo.

En la actualidad, el ante'cedente mas inmediato es el Juicio Político que se realizara en
matzo de 1.999 contra el entonces Presidente de la República. ingeniero Raúl Cubas
Grau. Este episodio culminó con la renuncia del acusado, el dfa anterior a [a presentación
de los alegatos finales arrte la Honorable Cámara de Senadores.

2.COI{SIDERACIONES PREVIAS ACERCA DEL JUICIO POLíTICO

2. 1 . A nteceden fes doctr i n ar i os

Como Ustedes sabrán, este procedimiento tiene sqts orígenes en él impeachment del
derecho inglér;. que se remonta al siglo XlV, durarnte los años finales del reinado de
Eduardo lll, é¡:oca en que se registra el primer caso. _. .

Por medio de este procedimiento, la Cámara de los Comunes acusaba a un funcionario
que incurriese en irregularidades a los efectos de su juzgamiento en la Cámara de los
Lores' y tenía como objetivo substraer la evaluación de estas conductas de la autoridad de
los jueces, más influenciables por el Rey, y en caso rle fallo positivo lograr la remoción del
funcionario y otras sanciones penales y administrativ¿as.

Esta figura fue incorporada posteriormente a la Constitución.de los EE.UU. y en ella se
precisan de una manera más clara las causales de r-=njuiciamiento. Efectivamenle, en su
art. ll sección lV se establece que procedená la acusación por 'traición, soborno u otros
delitos o inconductas gretves''. Con relación a la traición, la propia Constitución aclara el
alcance del concepto en el art. lll, sección lll, parágrafo 1o; ,¡ el sohorno fue definido por la
ley penal3.

En líneas generales este mecanismo fue adoplado por las constituciones de la región y
particularment'3 por la Argentina de 1853 y la Paraguaya de 1870,

2"2.E1juicio Politico en la actualidad

a) Funcionaríos acusa,bles

En la mayoría de las constituciones contemporáneas; el juicio político está reservado para
los principales funcionarios del gobierno. En la Argentina incluye al Presidente, al
Vicepresidente, al Jefe del gabinete de ministros, a los mrnistros, a los miembros de la
Corte Suprema de Just,cia y a los jueces de la Capital Federal. En el Paraguay son
pasibles de enjuiciamierrto político: el Presidente, el Vicepresidente, los ministros del

' Armagnague, Juan Fernando, JUICIO POLITICO Y JURADO DE ENJUICIAMIENTO. BUENOS AirCS: Ed.

Buenos Aires: Ed. F
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Poder Ejecuti'u,o y de l¿r Corte Suprema de Justicia, el Fiscal General del Estado, el

Defensor del Pueblo, el Contralor Gene, al de la República, el Subcontralor y los

integrantes del Tribunal Superior de Jursticia Electoral.

b) Cawsales

En la actualidad, normalmente se estable,cen tres causas que motivan el enjuiciamiento
político de un funcionario y justifican eventualmente su destitución:

Mal desempeño de las funciones; esta causal es la que concede un ámbito de mayor
discrecionalidad al Poder Legislativo. Las constituciones que la establecen para la

destitución de un funcionario generalnnente no precisan su definición y por consiguiente
dejan un amplio margen para la interpnetación y sobre todo parala decisión al Congreso.

No obstante, existe bastante coincidencia en la doc;trina en cuanto al significado y a los

límites de esta causal. El constitucionalista argentino Enrique Hidalgo, refiere c;itando a
JoaquÍn Gonziález que: "PLteden /os acfos de ur,tfuncictnario no aiustarse alvocabulario de

las leyes pena,les vigentes, no ser delitos o crímene:s calific'ados por la ley camún, pero sí
constituir mal desempeño, porque perjudiquren etr senticio público. deshonren el país o la
investidura pública, impidan el ejercicío de /os derec:hos y garantías de la Consttifución, y
entonces son del resorte det juicio politico"a. Continúa Hidalgo agregando la siguiente
precisión: "...L.uego González alude al poder discrecianal de las Cámaras para adoptar las
declslones - acuiación )t fallo - que a cada una corresponden"s.

por su parte, el jurista argentino Armagnague sostiene que: "... el análisis de la causal de
ntal dese¡npeiio debe se'r abordado desde una doble pers¡tectiva: la primera, 9n cuanto al
contenido en sí mismo, tl la segunda, en cuanto a las instituciones en juego..."6.

En consecuertcia la doc;trina en general caracteriza a esta causal precisando en primer

lugar que permite un amplio margen de discrecionalidad a ambas cámaras del Congreso y

eñ segundo lugar que se configura cuando el funciorrario incurre en acfos c¡ue transgreden
la Cinstitucion o las leyes, perjudican el seruicio público, deshonran el país o la

investidura pública, impiden el ejercicio de /os dere,chos y garantías de /a Constiitución o

constituyen un abu$e de atribuciones discrecionales enderezadas a fines indebidos.

Gamisión de detitos ren el ejercicio del cargo y de delitos comunes.' 'erl estas
causales incr-lrre el funcionario que comete un hecho punible relacionado con sus
funciones o, aquel que simplemente incurre en conductas delictivas que no tienen
vinculación con el ejercicio de su cargo, en el seEundo caso.

En el juicio p:rlítico si la separación del cargo se origina en cuestiones de orden delictivo,
se remiten con posterioridad los antecederrtes a la justicis F€nal, y pudiendo darse el caso
que en el proceso judicial, no se encuentren los méritcls suficientes para una condena.

En Paraguay, en los proyectos de acusación constitucional en los casos de pedidos de
juicios politicos de los úiltimos años, y particularmerrte en el proceso promovido contra el
ex presidente Raúl Cubas, para evitar esta discusion y sobre todo que se intente recurrir
judicialmente, tanto la acusación como una eventual destitución, se ha recurri,Co a una
fórmula en la cual se esgrime la causal de mal desempeño de las funciones agregando
que eventualnnente podría significar además la comisión de delitos en el ejercicio del cargo
y la comisión Ce delitos comunes.

'Hidalgo, Enriqrre, CONTROLES CONSI|IUCIONALES SOBRE FUNCIONAR/OS Y MAGISTRADOS
Buenos Aires: Ediciones Depalma, 1997, pá9. 117.
n ldem., pág.117.
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c) Efectos

En nuestro derecho constitucional, eljuicio político tiene como úníco objetivo la separación
del funcionario de su catgo. En caso de que esta se produzca por la causal de la comisión
de delitos en r:l ejercicio del cargo o la comisión de delitos comurxes, se remiten, además,
los antecedentes a la justicia ordinaria a los efectos de su Juzgamiento.

d) Procedirniento

En nuestro derecho, siguiendo el esquema inglés y norteamenicano, la acusación es
formulada por la Cámara de Diputados, ¡ror una rnayorÍa calificada de las dos terceras
partes de los ¡niembros presentes. Cuando como eF, €st€ caso, la acusación es aprobada
en la Cámara acusadora, ella es remitida a la Cámara de Senadores, y ésta recibe a una
comisión de diputados, quienes exponen los fundamentos Ce la misma, dándose así inicio
al proceso en sí mismo. Hay que recordar que el Serrado necesita una mayoría dra las dos
terceras parte:i del total rJe sus miernbros para que prospere la destitución.

e) Naturaleza política del proceso

Desde sus iiricios se ha discutido el carácter y la naturaleza de este mecanismo
constitucional. Sin embargo, y más aúrn en la actualidad, queda suficientemente claro que
más allá de las analogías, existen diferencías sustanciales que hacen que eljuicio político
tenga caracteres propios. La naturaleza polÍtica de,l Parlamento, que es el órgano que
tiene a su cargo el des¿rrrollo del proceso, determina claramente la naturaleza propia de
éste. Además, los efectos del juicio politico se lirnitan a la destitución del cargo, a
diferencia de los procesos judiciales que persiguen la aplicación de sanciones penales y;
finalmente, si se consintiera el carácter judicial de estos procesós, se admitiría también la
violación del principio de la separación de los poderes.

2.3.Disposiciones canstitucionales aplicables

La Constitución Nacional regula en su art. 2250 el procedimiento para el enjuiciamiento
político de ciertos funcionarios del Estado. A falta de Ley reglamentaria, es la única norma
que se refiere al tema y por ende sus disposiciones, ran concordancia con las garantías del
debido proceso, rigen todo lo referente al mecanisnro Constitucional para la acusación y
eventual destitución de estos funcionarios.

El art. 2250 prescribe.

"El Presidente de la República, el Vicepresidente, los ministros del Poder Ejecutivo, los
ministros de let Co¡fe Suprema de Justicia, el Fiscal General del Estado, el Defe,nsor del
Pueblo, el Cor;tralor General de la República, el Subcontralor y los integrantes del Tribunal
Superior de 'lusticia Electoral, solo podrán ser r;omefidos a juicio potítico por mal
desempeño de sus funciones, por delitos cometidos en el ejercicio de sus corgos o por
delitos comunes"

"'La 
acusación será formulada por la Cámara de Di¡tutados, por mayoría de dos tercios.

Corresponderá a la Cámara de Senadores. por rnayctría absoluta de dos tercios, juzgar en
juicio público a /os acusados por la Cámara de Diputados y, en su caso, declararlos
culpables, ál s,tlo efecto de separarlos de sus cargos".
"En los casos uesta comisión de delítos, se pasarán /os antecedenfes a Ia justicia

{
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2.4.Atcance del'principir> de cosa iwzgtacla

Antes de entrrrr en la sintesis argumentat de las ca'risales de destituciÓn' es oportuno

hacer una breve referenc;\a acerca de\ a\cance det pr\ncip\o de cosa luzgada pre\i'StQ en \a
Constitución Nacional.

En efecto, se ha sosterrido en ocasiones anteriores que no se puede iniciar un nügvo
proceso de errjuiciamiento politico debido a que en meses atrteriores algunas de las
denuncias prersentadas lran sido votadas y rechazailas por la Cámara de Diputados, por
tanto, una nueva votación vulneraría la garantía constitucional de la cosa juzgada.

Antes que nada, es nec;esario resaltar que existen nuevas denuncias que se refieren a
hechos que se imputan al Sr. Luís Angel Gonzálr:z Macchi. Además, existen hechos
nuevos, abonados por documentos y declaraciones que refuerzan las denuncias
presentadas c,r¡ginalmerrte y que no eran conr¡cid¿ts por la Cámara al momento de la
votación.

No obstante, ce iodas maneras en este caso no es aplicable el principio de cosa juzgada.
La Constitución lrlacional es clara cuando define esta garantia procesal. El Art. 17" de la
misma dispone: "En el praceso penal, o en cualqiaier otio del cual pudiera derivarse.
pena a sanción, toda persona tiene derecho a: ...4) que.no se fe juzgue más de un? .

vez por el mismo hecho...".

En este caso hay que señalar antes que nada que no se trata de un procedimiento
judicial, que es el que tiene como objetivo la aplicación de una pena o sanción, sino
que estamos ante un juicio político que, como su nombre lo rndica, tiene por objeto
revisar la responsabilidad polÍtica de aquellos; altos funcionarios públicos que la
Constitución I'lacional s,omete a este régimen y criiyo único elfecto es la eventual
destltución del cargo.

Además, la Cámara de Diputado5 tiene la funciai,n de acusan (art. 225' CN), no de
juzgar. En consecuenci,a mal se puede hablarde cosa juzgada, cuando no se ha juzgado
nada y ni siquiera se ha llegado a concluir la etapa de la acusación.

Sobre la basr-' de estas consideraciones, la Cámara oe Diptrtados está plenamente
facultada para formular las acusaciones que a contin,uación se desarrollan.

3.FUNDAMENTOS DE TA ACI.JSAGIÓIU COI'ISTITUGIONAL CONTRA EL PRESIDENTE
DE LA. REPÚtsLICA LUíS ANGEL GONZIT!-EZ MAGGHI

En primer lugar hay que destacar que el artículo 238 de Ia ,3onstitución Nacional establece
los deberes y atribuciones del Presidente de la Repúblrca !, en el primer numeral le
impone el deber de "re¡lresentar ail Estado y dirigir la adrninistración general del pais";
mientras que en el segundo el de cumplir y hacerr cumplir las leyes", En base'a las
prescripciones constituc;ionales citadas y a la doctrina imperante, esta a,;usación
constitucional va a demcstrar fehacientemente, y ntás allá de toda duda, los siguientes
fundamentos c¡ue la configuran:

a) La absoluta incapacidad gubernativa del Fresidente de la República. Este es el
gobierno que más ha endeudado al país en los; últimos años y, sin emberrgo, las
condiciones de vida, lejos de mejorar, han empeorado, El déficit flscal se ha incrementado,
la inversión srrcial y en infraestructura ha disminuido y el desempleo y los ni'veles de
oobreza se han acentuado.

b) La falta dr-. vo
corrupción,

el cornbate contra la
Poder Ejecutivo.

,.4
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c) Er estado de corrupción imperante es.esca rdaroso y perjudica seriamente la credibilidad

y, en consecue.;;;, iát poó¡U¡lidaáes de desarrollc' del país' La confianza interna e

ínternacional en el Paraguay es cadavez es menor'

d) El Presidente Gonzále,z Macchi está seriamente v'inculado, no solamente en cuanto a

responsabiridacres poríticas y 
"orÑrir"tin,r, 

sino irrr:rusive existen serios indicios que

oodrian detern-rinar inclusive ,, |,urponsabilidad penal en varios de los hechos más graves

que se denuncian.

por estas razones sosterremos que er presidente Gi:nzárez Maccl'ri no tiene la idoneidad

suficiente ni concita la confianza púrblica suficiente p;?r'? s€$uir. ejerciendo el cargo y su

permanencia uignii.tca un perju¡c¡o éiáve para. el futun¡ del país. A continuación pasamos a

exponer detalladamente los fundarñentos de lo anteriormente expresado'

3.1. EI contexto nacíon¿zl: desgobíerno e inseguridad

Durante er tiernpo de ra administraciórr de Luís ,Anger Gonzárez r/racchi, la corrupción y el

desgobiernorlansido|¿rconstanteycomaconsecuencia,|osproblemaseconómicosy
sociales se han agudiz:ado, eteuánfo los niveles de desempleo' pobreza y extrema

pobreza en nuestrJpais. En contrapartida, se ha errdeudado al Estado paraguayo como

nunca antes en los rlltinros tiempol, ,in qr" se hayan generado las condiciones para la

devorución de ros prést;amos ni ," h;ta invertido ire manera significativa y eficiente en

favor del sectc¡r Productivo

Er déficit fiscar se ha venido incrementando peligro_samente, debido fundamentalmente a la

farta de voruntad para iniciar una verdadera 
-refc¡rma der Estado, mediante la cual se

racionalice el gasto público y sobre todo se comlrata con firmeza la corrupciÓn en la

administraciÓrr pública, r3n la que sobresalen la coima y el contrabando' Todo esto agrava

las condicior,es de marginación án las que virre un gran po-rcentaje de nuestros

compatriotas, ya que en contraste con el aumento '1el gastó superfluo, la inversión social

se ha visto reco,.tada sistemáticurn"nt", generand.o un d='eterioro creciente en el disfrute de

los Derechos Económicos, Sociales ylCtittur"t"s de una gran masa de la población'

Esta actitud negrigente es particurarmente grave si r)\/aruarnos brevemente ra sitrración del

pais. Entre el desempleo abierto y 
"r 

grogtpleo, se suma una tasa de alnededor del 30%

de la población 
""onór¡"amente 

áctiva7, según los datos (año 2000) de la Dirección

Generar de Estadísticas EncuestÁ v c"nrbr (ócErc). Arjemás, ros niveres de inequidad

son verdaderanrente alarmantes, ei 10% más rico de la poblaclón 9e lleva el 39% de los

ingresos, mi:rntras que el 107o más pobre se queda con el 0'7o/o' Según datos tomados

entre ros añc,s g7 y gg por ra DGEEó, et 32yo áe r,a pobración ,rive por debajo cle la linea

de pobreza ¡r el 17o/o, por debajo Ou íu linea de e:<tiema pobrezas. Según los datos del

censo agropecuario de'1gg1,loó niveles de concerrtración de la tierra son extraordinarios'

El 1,1 o/o dek¡s establecimientor iJe r"r de qi]ierctáreas cada uno) concentra el77'1o/o

de ta superficie explotada, tiendai Oue u1 93r!,"/: 
de los establecimientos (de menos de

cincuenta hectáreas) le queda solamente el 9'896''

- BENEGAS, GladYs'
PARAGUAY (OodehuPY)

Derechoalemp|eo.EnCooRCrll.'lADoRADEDERECHoSHUI\|ANOSDEL
'DerechosHumanosenParaguay200l,Asunción:Codehupy,2001'Págs.365y

366. .

. ALFONSO, Leonardo. Empleo y EducaciÓn. En BCTRDA Dionisio; MASI' Fernando (comp') Pobreza'

o!!,iniliiá'il.liiiá-"""1,ii $ÁÁ¿liá ru¡¡'," A'ulg:TS:?:".P' 3??i;?i,t;Í??
(.ABALLERO ME iáuiói-ñ'.,mun; CÉlpeb¡,S nUpftNp1-ll, Roberto Lttís (comp')'

lt c t t I i t lt t t I So c. i u l rlrto r,, gt¿a).. Asunció' : Ceacl uc l' frd sep, I 99 3' ¿óJ.
)
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El 04,18 de los; hogares del pais tiene al menos ur'ra rtecesidad básica insatisfecha (NBl)10,

Tenemos un s stema de salud que tiene un. cobertur¿r mínima y no es gratuito, ni siquiera
para las personas indigentes. Si bien es cierto, en los últimas décadas se redujo la tasa
de mortalidad infantil y aumentó la de expectativa de vida, el 73,8o/o de la poblaciÓn no
posee seguro médico y solamente el 1696 de la población se beneficia del sistema de

seguridad social público (lnstituto de Previsión Social), y el 9,6% está cubierto por seguros
privados' '.

La educación pública, primaria y secundaria, tierre serios problemas de cobertura,
equidad, infraestnuctura, capacitación de recursos humanos y por consiguiente de calidad
de la enseñanza. Normalmente se enfatiza el sustancial aumento del presupuestc durante
estos años, si¡ embargo casi el95% del presupuesto del Ministerio de Educaciólt y Culto
se gasta en sueldos y gastos corrientes", El índice ,le deserción escolar llega al25o/o y el

de iepitencia e¡n las escuelas públicas al 8,87o, en contraste con el 1,1%de las escuelas
privadasl3. L¿r reforma universitaria ha sido un aspecto cornpletamente olvidado en estos
años, lo cual demuestra de por sí la mediocridad de sus dirig¡entes1a.

El problema cle la vivienda es sLrmamerrte grave, los nirreles de hacinramiento en las

ciudades más importantes son alarmantes. De acuerdo a datos del Censo del 92 y de la
Encuesta de llogares de 1995, tenemos un 38,2% (1992) y 31,4Yo (1995) de viviendas
deficitarias p6l'hacinamiento y un 33,1% (1992)y 27,3o/o (1995) de viviendas deficitarias
por materiales o tipologías inadecuadas. En consecuencia, entre un 27 y 3896 de las

viviendas del país équié'ren sustitución o mejoras sustancialesl5. La carencia de servic¡os
básicos afecta a un alto porcentaje de la población, solo el 25,4o/o de los hogares pobres

cuentan con servicio 'Ce agua pottable, el 74,6oto restante se provee de fuentes
inapropiadasl€'. El servi,:io público de telefonia tient¡ tan baja cobertura que es superado
ampliamente por las empresas privadas de telefonía celular.

A todo esto se ha sumaclo la creciente inseguridad cit.ld adana que se ha extendido a todos
los puntos del pais, sin que el Gobierno a través de los organismos cÓmpetentes
demuestre la capacidad de hacer frente a este problema en un marco de respreto a los
derechos humanos y las garantías constitucionales cel debido proceso.

3.2. Deber de investigar y sancionar la corrwpciór-t

El origen de gran parte cle estos problemas es el estado dr¡ corrupción reinante en nuestro
país. Las responsabilidades por esta situación no alcanzan únicamente a los funcionarios
menores que son normalmente acusados por delitos, contra la administración pública, sino
sobre todo a las principales autoridades de los pode:res públicos que amparan, encubren,
participan y se benefician de la corrupción. El poder político está estrechamente vinculado
a este esquen'la, sostiene a la corrupción porque a su vez, por medio de sus beneficios, se

': RECALDE, Fe:lipe. Pobreza, exclusión e inequidad en salud. Err BORDA, Dionisio; MASI, Fernando
(comp.). Pobrez,a, ctesiguatdad y política socia/ en Antérica Latina. Asunción: Cadep, 2001. Pá9. 333.
r' ldcrrr, pígs. .1.)6 1' 3.37.

' MOÑTERO T., Jesús. P'¡lítica educativa y equidad. En EIORDA, Dionisio; MASI, Fernanco (comp.).
Pobreza, desiguezldad y política socia/ en América Latina. Asunc;ión: Cadep, 2001. Pá9. 353.
i. WALDER, G;abriela; Cc)RONEL, Cristina. Dere<;ho ¿r la Educación. En COORDINADORA DE
DERECHOS HUMANOS DEL PARAGUA\',(Codehupy). Derec,tros Humanos en Paraguay 2oo1. Asunción:
Codehupy,2OOl. Págs. 387 y'388.
t,F\L:ZZOLA SERR.A, Rafael. Situación legal de la educación superror. En RIVAROLA, Domingo; y otros.
universidad en el Paraguay, desafios y ditemas. Asunción: ,\sociación de Estudios Paraguayos (AEP) y
Círculo Paragua¡ro de Médicos (CPM), 2000. Págs. 132 y 133.
,. BOH, Luís Alberto. Pobreza, vivienda y p,clítica urbana. En BORDA, Dionisio; MASI, Fernando (comp.).
Pobreza, desiqu,izldad y potitica social en etnéq911lina.-As_uru;iÓn: Cadep, 2001. Pá9. 367.
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financian las campañas electorales de qtríenes g¡obiernan, quienes además amasanfortunas ilegítimas y vergonzosas, que indig,ran a toclos los ciudadanos.

La responsaL¡ilidad política del presidente González lVlacchi en esta situación decorrupción gerneralizada se debe a su condición de máxrmo responsable de laadminlstración pública. Pero además, su vinculación directa y la de su entorno ¡rolítico yfamiliar ha qur:dado patente en varios hechos conc;retos como el desvío de díez y seismillones de dólares americanos de cuentas de ban,:os en liquidación hacía ,upú"rt",inversiones en el exterior. Nos extendemos sobre este punto mas adelante.

3.2.DFsvio IRREGULAR DE DtEz v sE/s MTLLINEs DE DóLAREI AMERtcArvos

En varias de las acusaciones formulaclas contra el Presidente de la República se señalangraves hechos de corrupción' En el presente apartado nos referimos puntualmente alcaso del desvio de diez y seis millones de dólares rJe los EE.IJU. provenientes de losrecursos de la liquidación de los bancos Paraguayo orient¿rl y Unión que es sumamenteemblemático y representativo por las siguienteJ raio.,er,

En primer lugar por la gravedad de los hechos y el eventual dario patrimonial al Estadoparaguayo en el supueslo que los fondos nunca se recuperen. De hecho, actualmenteinclusive existe' una den:ianda contra el Paraguay promovir]a por las personas a cuyascuentas fueron a parar estos fondos y que reclaman ,Jaños y perjuicios por la notransferencia de otros fondos supuestamente prometidos.

En segundo lug¡ar, la transferencia de los fondos es Lrrr hecho claramente ilegal. Ningunanorma legal anrparaba a los liquidadores de los bancos a efectuar operaciones de esanaturaf eza.

En tercer lugar. porque aparecen como responsables en forma directa altos funcionariosdel Estado, en algunos casos muy cercanos ar presidernte.

En cuarto lugar, existen serias evidencias que vinculan a estos hechos a la famitia delPresidente del rf,residente de la República , concretairrente al herrnano, la hermana, y alpadre.

Finalmente, porque existen suficientes inclicios que vincr¡lan al propio presidente nosolamente corrltf responsable en términos políticos, sino ¿rclemás tomo sospechoso encuanto a sus responsabilidades penales en la comisión de ,astos hechos. De hecho, elMinisterio Públic;o solicitó el Juicio Políti,co a los efecto:; de su procesamiento, solicitud quellamativamente no fue resuelta por eljuzgado cofrespc,rrdientel.

A.continuacón' pasamos a desarrollar los hechros c¡ue desde el punto de vister de lacámara de Diputados resultan relevantes para fundarnentar esta acuiación y que a su vezjustifican la respcnsabilidarl del presidente.

3.2.1.La primera aferta

:::,,T::I"..^r?l?blrs tendientes a reatizar operaciones de arro riesgo con recursos

3:1i":,9:l??9_por.ta Sra. Dianne Benuey un nornru il;;; ;;;;#il; il;*ffi#
caso de que se rnantenga rel interés por párte del Gobierno, gue 

"" Já"¡rgne a una personaresponsable y que se
tenidos como ge
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Llama la aten,:ión que se haya empezado . hablar cJe toclcl esto a tan poco tiempo de la

llegada al gobierno de González Macchi

Llamativamente la nota es contestacla el 25 de julrio por Julio González Ugarte, en su

condición de director del Banco Central del Paraguay (BCP), con todos los requerimientos

soticitados y señala bonos de la República conlo garantía de la operación.

Recién en el . g de agosto, casi dos meses después, es informado el presidente clel Banco

Central acerc:t de esias ofertas. En este punto resulta particularmente llamativo que el Dr'

Washington A,shwell no haya sido informarJo y más aún, que no se le haya derivado a él la

gestión de la operación, en su condici,ón de Presidente del BCP. Es sumarnente

éospechoso que el presidente de la República haya pasado por encima dei máximo

responsable cle la banca central y ni siquiera se le haya informado en sll moment').

A este respecto, Saúl González,el padre del Presiclente, afirma en su declaraciÓn ante la

fiscalía qu'e p,shwell había sido consultado informalrnente sobre la cuestiÓn y c¡ue habia

adelantado su desacuerdo. De esta manera, no solamente se evidencia la mala intención

sino sobre toclo la plena consciencia de que se estaira actuando de una manera irregular.

El26 de agos,to ya cons;tan pedidos de informes sot¡re los saldos de la cuentas del BCP.

.l

3.2.2.Losviajes del "vicepresidente" (Encargada' de' Despacho)

A estos primeros mov,imientos del Presirlente de la Rr=pública,"secundado. ior Julio

González Ugarte, se suman las visitas oficiales de una deleEación 
'presidida por el

,.encargado rie despacho" de la vicepresiclencia, Li.¡is M. Alfieri, a Londres," en diciembre

del 99 y Nuetra York.

En ambas ocasiones integra la delegación el mismo González Ugarte y en una de ellas, el

superintendente Carlos Jósé Pecci, según consta en las declaraciones ante la frscalía del

propio Pecci y de Mario Pastore, director del BCP'

Como conse,3u€ncia de todas estas tratativas se inicia la gestión de un préstamo para el

paraguay usando como garantia un certificado de clepósito de ahorro (cDA) emitido por el

Banco de Asunción a nombre det Banco Paraguay'o Oriental (BPo) por un valc'r de och

millones de cólares de los EE.UU'

ya en esta ,¡casión a¡rarece por primera vez la empres;a CQz solicitando al Banco de

Asunción que confirme la existencia de ese CDA, afirmando que es ofrecido como

garantia de una línea de crédito a su favor en el Banco Santander Central Hispano

(BSCH) en l¿ladrid

Todo lo anterior está plenamente documentado y los viajes están confirmados por las

declaraciones de pecói y Mario Pastore, que ya fueron mencionadas y las¡ de otros

funcionarios del BCP en sede judicial'

Además, el presidente del Banco de Asunciórr, el Sr. Lizardo Peláez, remitió una nota en

la cual inforrna de estgs movimientos al superirrtendente Pecci expresando su extrañeza'
pecci no adoptó ninguna medida, por lo que su conocimiento y responsabilida,C en estos

hechos queclan cla
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Primeras conclusiones:

En estos dos casos se v€l con claridad la injerencia directa del Presidente:

En el primer r:aso existe una delegación expresa y directa en González Ugarte para
realizar las gestiones qL¡e finalmente terminaron cc,rr la defraudación a dos bancos en
liquidación; y

En el segundo caso, las gestiones las realiza a rrombre del gobierno un furrcionario
designado por el Presidente para el despacho de la vicepreside¡lcia en compañia del
mismo Gonzál'=z Ugarte. En una nota de fecha 22102100 a González Ugarte en la que le
invita a uno de los viajes;, Alfieri sostiene que la invitación de referencia constituye "una
etapa más del proGes,o que me ha encomendarclo el Excmo. Sr. Pdte. .. con el
objetlvo de atnaer inversiones".

En ambos casos, las per:sonas involucradas, los procedimientos adoptados, y los objetivos
perseguidos s.on los rnismos que los qLre llevan posteriormente al desvío de los
16.000.000 us.

3.2.3.E| desvío

Las operaciones que finerlmente se concretan consisten en la transferencia ilegal de diez y
seis millones cle dólares americanos provenientes dr: la liquidación del Banco Paraguayo
Oriental y del Banco Unión. El objetivo era la obtención rle altas tasas de interés y la
recuperación rlel capital, sín embargo eran operar:iones de alto riesgo y adermás no
permitidas por la ley.

a) Banco Par,aguayo Oriental (BPO):

En el caso del BPO, el superintendente Pecci designó liquidadora a Valeria Ortiz de
Esteche el12lt)7i99.

Antes de hacerlc¡ le haLría señalado que el objetivcl era la recuperación del banco y le
sugiero trabajarr con el Sr. Wai Fu Chang y e[ Sr. Ramón Guillén, expresidente y asesor del
Banco respectivamente, según declaraciones de la Sra. Ortiz de Esteche ante la fiscalía.

Posteriormente, el mismo Pecci le envió sucesil'amente a Guillén y al Lic. Juan Fernando
Rodriguez en representación suya y estos le pusieron al t¿lnto de las tratativas iniciadas
para las operaciones cle alto rendimiento. Com,¡ consecuencia, Ramón Guillén es
contratado corno agente financiero para estas operaciones por Ottiz de Esteche.

En noviembre del 99 Guillén y Rodríguez le señalan a la Sra. Ortiz de Esteche que los
depósitos del banco det¡en estar en un CDA, cosa que se operativiza con el Banco de
Asunción.

En marzo del 2000 le mencionan a Ortiz de Estechr; la posibilidad de cerrar operaciones
con John Tulac y CQZ ), le indican que a ese efecto se debe enviar el dinero al exterior,
crlsa que aprueba Pecci de conformidad según la deolaración de Ortiz de Esteche.

El 30 de marzo Rodríguez y Guillén le entregan un¿¡ nota cle Avila (Avijos inc.) en la que
señalan que lia operació,n está lista y que solo resta transferir el dinero a una cuenta a
nombre de John Tulac en el Citibank de Nueva York.

Luego de una serie de
reunión en la <¡ue
Guillén en cas.a d

presiones que denunóia Ortiz de Esteche, inclusive una supuesta
ipáqu marido con la presencia del juez González Macchi y Ramón
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realiza la trarlsferencia de fondos (10/04/00\..por siete millones novecientos mil d,ólares de
los EE.UU.

Antes (24103100), se había firmado un contrato c;on Ramón Guillén en el cual se le
encargaba la r¡estión de estos negocios.

En pocas palabras, el dinero fue girado a nombre de John Tulac a N. york, sin que exista
un papel que justifique que ese dinero pertenece al Banco, o garantía alguna de su
recuperación.

b) Banco Unión:

En el caso del B. Unión, la mecánica es similar.

A sugerencia de Pecci y GonzálezUgarie, el liquidador Ramón GonzálezNúñez ccntrata a
Juan Fernando Rodríguez Leith (5/03/00) para la mismas operaciones en el exterior.

Por indicación de Ávila (Avijos inc.) se transfieren ocho millones cien mil dólares
americanos a a cuenta cle John Tulac en N. York.

Es decir, el dinero es nuevamente girado sin ningún tipo der comprobantes a la cr.,renta de
un tercero.

3. 2.4. Coi nc i denc ias y re! aciones

En las operaciones mencionadas existen importante,s coincidencias, como las que ya se
han mencionado. Además, entre los participantes de las mismas se han detectaclo úarias
relaciones, algunas de las cuales exponemos a contirruación,

En ambos casos los operadores son Julio GonzálezUgarte ¡r Carlos pecci.

Pero además, el mayor propulsor de la candidatr,rra r1e Pecci para la superintendencia de
Bancos es justamente González Ugarte, hecho que se confirma aon ia declaración de
Mario Pastore. director del BCP, ante la fiscalía.

De hecho, Pecci, González Ugarte y Juan Fernando Rodriguez son cofundador,es de la
fundación DFN4, que a su vez andaba gestionando con Mieres operaciones igualmente
poco claras y que no llegaron a concretarse. Esto consta en las declaracionesáel propio
Pecci ante la fiscalía.

Además, según consta err la declaraciÓn de Mario Pastore, una de las primeras decisiones
de Pecci fue sustituir al responsable de las entidacles en liquidaciones, lntenderncia de
Supervisiones Especiales, Dimas Ayala, por Jerónimo Benítez. ..jerónimo Benítez es a su
vez sindico de la fundación DFM.

Por otno lado, CQZ es la empresa de Tulac y Avila, que se convierte luego en la
Paraguayan Humanitarian Foundation, entidad que ib'a a donar fondos a la fundaóión Lola
de Miño, de Judith González Macchi, herrnana del Presidente, y en la cual a su vez
participa Juan Fernando Rodríguez.

3.2.5.E1 juez González Macchi

La participación del hermano del Presidente, José lgnacio González Macchi,
entonces Juez en el fu nal, también resulta sLtmamente llamativa. Si bien
imputado en la

en ese
no fue

l'úgino l0
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comprometen seriamente y contribu¡ren a fortalecer las sospechas que existe¡n de la
participación del Presiderrte de la República.

Efectivamente, según las propias declaraclones de Carlos Pecci, Valeria Ortiz de Esteche
fue recomendada por Wai Fu Chang, Ramón Guillén y José l. González Macchi, para el

cargo de Liquidadora del BPO. lgualmente, Ramón González Núñez, también fue

designado por recomendación de González Ugarte y 
"1. L González Macchi.

pecci sostiene además c¡ue José González l/acchi le' citÓ para una reunión en la c,ficina de

Ramón Guillén, antes der asumir el cargo, y le sugirió los nombres mencionados. Le dijo

además que Giuillén le llamaria "para cualquier cosa'".

Saúl González también confirma, en su declaración ante la fiscalía, la amistad y

familiaridad ccn Ramón t3uillén.

Según la declaración ante la fiscalia de Haydee Viiriana Aquino Carmagnola, encargada
OeiOpto. de cobranzas clel BPO, José González Macchi ocupaba un penthouse propiedad

del BPO y Jor,ge Galli, cuñado del Presidente de la República, tenía un vehículo del banco
para su uso.

Además, Judith González Macchi ocupaba una oficina en el local del banco y Guillén tenía
una sociedad, inicialmente con Judith, y luego con Galli.

3.2.6.[-a declaración de Saúl González

En sus declar,aciones ante la fiscalia, el padre del Presidente n¡ega que se haya hecho en
su dornicilio la reunión que refiere Ortiz de Esteche. Sin embargo asume que González
Ugarte conversó con el en dos ocasiones de est;ert operaciones, y que el trasladó el

contenido de estas conversaciones al Preside¡rte,

Asume tambirin que pc,r encargo del Presídente y en compañía del ministro González
lnsfrán le emplazó a González Ugarte a que recupere el diltero que había sido transferido
de las cuentas de los bancos en liquidación.

Afirma también Saúl Gonzálezque en una ocasión r:scuctló que José González Macchi le
increpaba a G,onzálezUgarte por la falta de limpieza de la operación.

En este puntc surgen varias interrogantes. En primr;r lugar, si ninguno tenía nada que ver
en el tema, ¿porqué el padre y el herrnano del Presidente tenían que reclarnarle la
devolución dr:l dinero a González Ugarte?. ¿Por qué hacían gestiones propias del
Gobierno sin tener responsabilidades en el misnro?. Si estaban en la gestión de
recuperación, ¿no es lógico suponer que algo tuvierrrn que ver en el negocio?.

3.2.7.El viaje en yate

En una escala en Miami, de vuelta cle la cumbre cle Quebec, sLtrge la versión de que el
Presidente ser habría entrevistado con A'lila y habria paseado en un yate fletado por el

mismo.

Rápidamente es desmentida la reunión y que Ávila haya fletado el yate. La explicaciÓn es
que este hal-'ía pedido una entrevista y que Best;lrd, Ministro Secretaria General de la
Presidencia, le informir en el lobby del hotel que audiencia no podía ser concedida.
Además señalaron que inicialmente el contrato del flete del yate fue suscripto por Avila
pero el Presirjente rech tación y el flete fue pagado parcialmente por el cÓnsul

Weiss y el Estado.
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Las explicaciones resultaron desde todo p. ,rto de vista poco convincentes. Inclusive la
prensa ha tenido acces,c a documentos que demttestran que inicialmente el l1ete fue
pagado por el propio l\vila. Más allá de esta discusión, quedan varias preguntas
oendientes. Concretamr:nte, si el Presidente no tenía nada que ver con la operaciÓn,

¿porqué tenía Ávila tanto interés en conversar con él?. ¿,Porqué fue necesario que el

propio ministro Bestard personalmente rechazara unet audiencia no concertada?. ¿De que

hablaron y por cuanto tiempo?, Bestard dice que ttnos pocos minutos, ¿porQU'á tantas
atenciones a alguien que probablemente defraudó al Estado paraguayo?. ¿Si se rechazó
la invitación de Á,¡ila, porqué se fletó el misnno yate?. ¿Porqr.lé el cónsul Weiss y el Estado
tienen que pagar un viaje de placer del Presidente, de donde salieron los fondos?

3.2.8.La inacción del Presidente

Además de to,lo lo expuesto, es sumamente llamativa la inacción del Presidente. Este
solo hecho de por si compromete seriamente su participación en estos hechos.

El 13 de febrero de 2001, cuando ya se sabia sobradamente que el dinero no se
-6¡¡rnr...,-l' '? ' -'-:' 'l \fi^^nr,3cidonta

;";;,;;":,;",J, ;',";; ;"; ;',"r; ;;,,'.; ;;";;. ;; ";;-sidente,estaba al tant6 de todo y,participaba de las reuniones con directi'uos del BCP y el ministro

Bestard en las que se discutia la estrategia para recuperar los fondos. Sin embargo no

informaba de nada a los fiscales de la causa e inclusive dilató la entrega a los mismos del
informe del Fircen. Estas razones llevaron inclusive a la ren'uncia del fiscal Casañ'as Levi.

Si a esa altura había dos destituciones, gestiones de su padre y de su hermano,

denuncias de la prensa, reuniones con el Fiscal General del Estado, ¿porqué el presidente

seguía respaldando a González Ugarte y Pecci?. ¿Por qué el Presidente rnintió al

Viópresident'3 sobre la gravedad del asunto? ¿Porqué el Fiscal General del Estado

obstruía la investigaciórr? ¿Porqué las medidas re,:ién llegaron cuando la situación se

tornó insostenible y se hicieron públicas las denuncias de OÉiz de Esteche?

3.2.9.Conclusión

Existen suficientes syidr3ncias que señalan la participacró'n en todos estos hechos de
funcionarios cle primera línea, cercanos a González Macchi y la participaciÓn directa del
hermano del presidente, eljuez José González Macch!.

La pregunta es, ¿podrían haber. hecho estas personas todo lo que hicieron sin la

¡larticipáción clirectá del Presidente?. Es dificil de creer esto, con independencia de la
posibiiidad de probar en el ámbito penal. Sería ridiculo pretender que alguien crea que se
ouede involucrar en hechos como estos a un directc¡r del BCP y al Superintendente de

Bancos: movilizar toda la estructura del BCP; realizar giras oficiales al exterior, presididas
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Al contrario, torlo lo señalado establece con claridad c¡ue:

a) El presidente encargó en forma directa a González Ugarte, director del BCP, y Luís M'

Alfieri, encargerdo del óespacho de la vicepresiclencia, la gestión de operaciones de alto

rendimiento.

b) González Ugarte contactó con Avila y Tulac de CQZ para realizar esas inversiones'

c) El juez GonzálezMacchi influyó en el superintendelrte Pecci para la designación de los

liquidadores derl EIPO Y UniÓn.

d) Estos liquidadores a su vez nombraron personas de confianza de González Macchi,

P'ecci y González ugarte para la gestiÓn de esas operaciones.

e) Como consecuenci¿r de esas operaciones e Estaclo paraguayo podría perder

eventulalmente diez y seis millones de dólares de los EE.UU.

f) El presidente González Macchi está vinculadr¡ a esta defraudación de manerer directa,

¡lor ta delegación de gestiones a fa.¡or de González Llgarte, y la estrecha vinculación de su

familia no hace otra c-os¿r que reforzar estos indicios r:on más fueua'

g) eue todo esto sugiere una asociación criminai conformada para aprovecharse de

fondos públicos en la"que participan los funcionarios citados y al menos el hermano del

presidente y ¡rrobablemente el propio presidente, hechos que deben ser investigados,

esclarecidos y castigados.

pero, ante la negada hipótesis de que tal cosa fuera posible, ello seria la prueba mas

contundente cle la falta de idoneidacl del Presiclenl:e para administrar el país' En otras

palabras, el Fresidente González Macchi es culpable, por aación u omisión, del

besvío itegafl de ,16.000 U$ del Estado FaraEuayo; y su responsabilidad política en

estos hechos es inocuttable, aunque su responsabilidad penal no pueda ser

demostrada en juicio'

3.3.GRAVES 
'RRFGULARIDADES 

Y hIE,CI]AS DE GORRUPCION EN EL PROCESO DE

FRIVATIACIOruES

El fracaso de,l proceso de privatizaciones, nral llarnado de reforma del Estado, es otra

muestra más de la concucta negligente del presiderrte González Macchi. Además, se han

señalado en ell mismo s'3rios violaóiones a la ley y graves nechos de corrupción.

Las presentes consideraciones se basan en el informe presentado ante la Cámara de

Dipuiados pc,r la comisión especial constituida a los efectos de evaluar el proceso de

privatización de Copaco/Antelco. Durante varias semanas esa comisión especial,

convertida pcsteriormente en Comisión Bicameral, nrantuvo reuniones con integrante-s del

Consejo Delilterante de la Reforrna del Estado; el entonces ministro de la reforrna, Oscar

Stark; con el presidente de Conatel, Victor Bogado y con repres-entantes de gremios

vinculados a los servicios de las telecomunicaciones. lgualmente fueron estudiados los

documentos relacionaclos con el proceso, y.particularmente el Decreto 16.029, QUE

REGLAMEN']A EL PRocESo DE LlctTAilÓN DE ANTELCo; el Decreto 16'759102

QUE ESTABLECE EL CONTRATO DE COIVCES/ÓN; el Contrato de Se¡vicios de

Consultoría ,:on la errrpresa Strategic Policy Res;earch (SPR); los informes de larea

números 1, 2,3, 4, 5, 6,7, y I dé SPR; los itrformes de Contraloría General de la

República remitidos en fechas 21lO3l2OO1, 4lO4!2oO2 ,l 1010412o0.2; el proyecto de

Reglamento de Conatel; y el informe del Ministro rle llRbt3rma remitido el lolO4l2oo2 y

quá hace refr>rencia alas@gurifas y objeciones.q[e la ComisiÓn'
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3.3.l.Transgresiones a tra Ley 1615

Lo primero qLie es necesario resaltar es que el PoCer Ejecutivo no dio cumplimiento a
obligaciones lergales esenciales para la corrección del proceso, que le innponía la Ley
1615.

En ese sentidcl, no se contrató la auditoría externa que debía informar bimestralrnente al
Congreso y además alfinalizar el proceso. Efectivamente, el artículo 30 de la Ley 1615
dispone:

"Sin perjuicio cle Io previisto en el párrafo anterior, el proceso incluirá la contratación de
auditores externos de rerconocido prestigio internacional. La contratación de auditores
cleberá hacerse por meclio de licitación pública nacional e internacional, conjuntamente
con la entrada en vigenc.ía de la presente ley. Los auditores contrafados deberán brindar
al Congreso N,acion al un informe bimestral de la evolución del proceso en cada ETPERT y
un informe final dentro de' /os ciento veinte rJias de culminado el mismo".

La contratació,rr de esa auditoría era fundamental para la transparencia del proceso y
sobre todo para que el Congreso pueda cumplir con la función de control que le asignaba
la Ley 1615. Además, el texto de la ley obliga con s;uficiente claridad al Poder E.iecutivo,
por lo que la transgresión legal es sumamente grave. El Poder Ejecutivo no pudo dar
ninguna explicación razonable a esta omisión.

Por otro lado, se ocultaron docu¡mentos relacio¡rados al proceso al men'os a la
Cámara de Diputados. Este hecho corresponcle a su vez una violación al art. i32 de la
Ley 1615 que establece la publicidad de las actuaciones y dispone que:

"Las actuaclones realiza,Cas por las autoridades responsables de la ímplementación del
proceso regulado por la presente ley serán públicas y la documentación respaldatoria de
las mismas, sa/yo las amparadas por el secreto ban':ario, deberán esfar a dispos'ición de
/os lnferesados' en consultarlas".

Efectivamente, los infornres de la empresa consultora Strategic Policy Research (SPR)
contratada por el Poder lljecutivo para asesorar a la Secretaría de la Reforma en todo lo
relativo a la ,apertura clel mercado de las telecomunicaciones, a los efectos de la
privatización de Antelco/tlopaco, no fue remitido ofic;ialmente a ninguna de las Cámaras.
Cuando el Ministro de la Reforma fue requerido ¿rl respecto, sosturro que rernitió los
documentos a la Cánrara de Senadores, pero realmente lo que se comprobó es que
entregó parte de los documentos a una de las comisiones asesoras del Senado pero que
contrariamente a sus expresiones. Efectivantente, las primeras seis partes del documento
fueron obtenidas por carrales informales por el diputado Franklin Boccia, la octav'a parte,
que difiere su¡stancialmente de todas las demás, fue remitida por el Secretario de la
Reforma por ir'iciativa propia, y la núrnero siete, fue entregada luego de un pedido de la
Comisión Especial.

El conocimiento del contenido de esta documentación era sumamente importanter para el
Congreso y $us funciones de control, sobre todo porque incluían una serie de
recomendaciones acerca de pasos que se tenían que dar antes de la privatización de la
empresa para evitar una condición de monopolio pril,ado. Sin embargo, estas
recomendaciones no fueron seguidas por el Poder Ejecutivo. Cuando las autoridades del
proceso fueron requeridas. al iespecto, inclusive apareció la entrega número c¡cho del
informe, en la que las recomendaciones se ajustaban llamativamente a lo actuado por el
Poder Ejecutivr:.

Estos puntos Ce por si vic desde el
vvArt/'
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momento que
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proceso de pri,ratizaciones se debe en gran mediCa ;l la falta de transparencia, por lo que

esta actitud negligente es una de sus causa. tes'

3,3.2.tntenció,n de privatizar en condiciones rnonapólicas

El artículo 107'de la constitución prohíbe "la creactiÓn de,nonopolios"' Por su parte, el

arrícuro 2s de ra Ley 161s DE LA pRoítF,tctóN r\L poDER EJECUTIVO dispone con

meridiana claridad que el:

,,...La transforntación de las EPERT no podrá derivar en el rnantenimiento o la creaciÓn de

monopolios de, ntingún tipo o duraciÓn ni otorgar rese,rvas de mercado"-

Las recomendaciones d,a la citada empresa consult,)ra SPR, en los primeros 7 informes,

se ajustaban plenamente a estas disposiciones lergales e inciusive justificaban desde

fundamentos técnicos l¿r necesidad de que exista una plena apertura de merca'do antes

que se proceoa a la privatización de la e*pt""a de telecomunicaciones' SPR insistía que

la plena apertura erá fundamental put, 
"'iitur 

la crelación de un monopolio privado y los

desastrosos efectos que esto generaria en la calidac y los precios del servicio'

Sin embargo, el poder Ejecutivo actuó en dirección absolutamente inversa' Los primeros

borradores de los docunrentos y contratos a ser firmados por la ennpresa a ser adjudicada

incluían abieftamente cláusulai que garantizaban una "reserva de mercado", es decir,

monopolio def servicio. Estos borradoies fueron corregidos a raiz de.las objeciones de la

cámir¡On Especial de la Cámara de Diputados pero en las letras chicas de los nuevos

páv"rtor se inc{uían siempre cláusulas sirnilares, y iinalmente, condiciones tan difíciles de

cumplir para Í¡cceder a la prestación de los sen¡icios de telefonía, que en la práctica iba a

ser imposible un mercado de libre competencia.

3.3.4.Negtigencia para favorecer a ta empre,sa a sec' adiudicada

otro de los puntos más cuestionados por la Cánrara de Diputadcs fue la falta de iniciativa

para reformar el ente regulador. Uno de los praso:i fundamentales para que un proceso

privatizador t,=nga resultados positivos es, ademá,s de un mercado abierto, el correcto

funcionamiento del ente regulador-

En este caso, Conatel, el ente regulador de los servicios d,a telecomunicaciones, es

seriamente cuestionadr: en su funiionan¡iento y también en el propio diseiio de su

estructura orEánica. Efectivamente, su indepenciencia está seriamente com¡rrometida

desde el monrerrto en que sus autorirlades tienen un fuerte vinculo de dependencia con el

poder políticcr. Los informes del SFR recomendaban una serie de medidas tendiente a

reformar Conatel y consolidarlo institucionalmente, sin embargo ninguna de esas

recomendacir:nes fueron tenidas en cuenta'

Et ente regulador tiene tanta importancia ya que tiene la responsabilidad de vigilar.a las

empresas privadas que prestan seruicios- públicos y regular la calidad y precio de los

mismos. Si este "ni" 
no es eficiente, ni independiente ni transparente, existen pocas

probabilidades de que el servicio funcione bien'

para apuntalar las afirmaciones prececlentes e_s importante igualmente mencionar el

Decreto No 16.759to2,mal llamaclo contrato de concesión. El mismo coincide con otros

instrumentos en cuanto a que no es suficientemente claro en las normas referentes a las

prácticas monopólicr" y 
"itrblece 

condiciones de concesión, cosa que la Le:l 1615 no
"'-.'-r-

autoriza. l\demás, eñ perjuicio de la calidad Cel servicio, no regula 
"Yf]"1u11"-T::t^:

normas de proteccion
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poder Ejecutivo a delegar en la empresa a ser ad.iudicada, la firma de convelrios con

organizaciones internacionales.

Estos instrumentos legales aprobados por el Pcder Ejecutivo revelan no solamente una

conducta negligente y ccntraria a la le'y, sino además una intención clara de beneficiar a la

ernpresa que eventuálmente se hiciere cargo del servicio en perjuicio de los usuarios y de

la economía.

Joseph Stiglitz: describe gráficamente este tipo de r;onductas, bastante común en estos

procesos:

''La retórica del fundamentalismo Cel mercado afirma que la privatización reducirá lo que

los economisfas dertominan "búsqueda de rentas" pc'r parie de /os funcionarios, que o bien

se quedan con pafte de /os beneficios de /as empresas públicas o conceden contratos y
empleos a sL,s amigos. Pero al contrario de lo que sLtpuestamente iba a lograr, la
priiatización f¡a emfeorado /as cosas ... Si una adtninistración es corrupta, hay escasas
'evidencias 

de que las privatizaciones resolv'erán el p'rs6¡t"' Después de todo' el mismo

Gobierno corrupto que manejó ntal ta emprcsa es el que va a gestionar mal la

privatizaclón... Se manipula el proceso de privatizac,ión para maximizar la suma cle lo que

los ministros atel Gobieino podrían embolsarse, y no ta suma,que podría aportar al Tesoro
pttbtico y muc,\o menos la eficiencia g'eneral de la ec:onomía"".

3.3.5.La Escritura de eonstitución de Copaco

Uno de los herchos que más indignó a la ciudadaní¡a es la escrituraciÓn d9 la e¡r.isión, de

acciones de C;opaco S.h. Si bien es cierto, en términos económicos esta irregularidad es

ntenor si se la compara con las que han sldo menc;ionadas en los numerales anteriores,

constituye un claro hecho de defraurdación al Estado y compromete personalmente al
presideñte de la Repúbttca en un caso típico de tráflco de influencias.

Efectivamente, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes la escritura deberia

haberse hecho ante la Escribanía Mayor de Gobierno, lo cual no hubiese significado

mayores costps al Estarlo paraguayo, Sin embargo, y en contra de estas disposiciones,

se recurrió a un escribano amigo del presidente González Macchi y se pagó en concepto

de honorarios una suma multimillonaria'

El hecho es sumamente grave por varias razones'

En primer lugar, la actruación del Poden Eiecuttivo,es ilegal. Efectivamente, el art. 7 de

ta L'ey' 2;39{OUE CREA LA ESCRTBANIA MAYOR DE GOBIERNO dispone que:

"Son fL)ncione,s del escribano mayor de gobiemo: a)autorizar los contratos en /,rs que el

Poder Eiecut!'to sea Parte".

En este caso. es categórico que el Poder Ejecutivo ,3ra parte, ya que el Estado paraguayo

es propietario del 99% de Copaco, y el restante 1o/o e(á propiedad de otra empresa

tam'bién propiedad del Estado. Además de todo lo expresado concurrieron al acto el
procurador C;eneral de' la República y e[ Interventor de Antelco, ambos furlcionarios
públicos dependientes tiirectamente del P¡esidente de la República, por Io que cualquier
otro comentario está demás.

En segundo lugar, existe una defraudación al Es;tado paraguayo. Esto es así porque
la Ley 165llC,O óUg UOoIFIc;A LA LEY 223/93, establece en su artículo 1o que modifica
entre otros el artículo 5 y dispone que el Escribano lulayor de Gobierno:

't srlcllrz, Jo:;eph '_""ry
tr'tigirtu I6
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"...no podrá rec¡bir honorarios en ninguno dc /os acto.s en que el Estado interuenga".

Hemos demostrado fehacientemenie rtrue el Estado era parte del acto de referencia. El
costo total de esa escritura fue de 2.877.212.052 guaraníes, alrededor de quinierntos mil
dólares de los' EE.UU. al cambio de entonces. De esa suma total, solo la suma de
1.427.AO5 corresponde a gastos reales, la suma restante corresponde a honorarios
profesionales que en nirrgún caso deberian haber siclo pagados y que en consecuencia
constituyen una defraudación al Estado.

En tercer lugar, el Presidente González Macchi [iene una responsabilidad directa.
Los funcionarios que han intervenido en la esr:rituración de referencia dependen
directamente rle é1, no existen otros funcionarios entre ellos y el Presidente de la
República. Aclemás, el solo hecho de que una operar:ión tan irregular involucre y beneficie
a alguien tan c:ercano al propio Presidente es un indicio suficiente de la mala fe de éste y
de su responsabilidad, no sola administratirra sino también penal y civil.

Además, la sitr-,¡ación de González Macchi se compromete aún más por no haber tomado
medidas una vez que los hechos fueron conocidos por la opinión pública. El Presidente no
adoptó ninguna medida para que el Tesoi"o recupere estos recursos, ni por supuesto,
tampoco sus c,f,laboradores en la materia.

3.3.5.tos informes de Contraloría:

Todas estas irregularidades y otras más, constan err varios informes de la Contraloría
General de la República (CGR), que es el otro órgano contralor determinado por la Ley
1615. Efectiv:¡mente, la CGR remitió al Congreso las notas No 1098 del 4 de abril de
2002, del I 0 Cr: abril de 1?.002, No 1603 del 14 de mavo de 2002 y No 1728 del 23 de mayo
de 2OC2.

En todas ellas, se hace referencia a las irregularidades desarrolladas en los apartados
precedentes y además se menciona las dificultades que tuvo esa institución para recabar
la informaciór necesaria. Además se detallan una serie de recomendaciones y
requerimientos que no fueron tenidos en cuenta.

3.4.VIOLACIÓN DE LA OBLIGACION COA/S77TUCrcNAL DE INFORMAR AL
co¡úGRESO

Ei artículo 192 de la Constitución dispc)ne que:

"Las Cámaras pueden solicitar a los demás poderes del ,Estado.../os informes sobre
asunfos de interés ¡túblico que estime necesario, exceptuando la actividad
jurisdiccional...Los afectados están obligados a resp'onder ios pedidos de informe dentro
del plazo gue {;e /es seña/e. el cual no podrá ser menor de quince días".

En al menos clos ocasiones, el presidente Luís Angel González lvlacchi transgredió esta
obligación constitucional, lo cual constituye un serio atentado contra la Constitur:ión y la
institución parlamentaria. Una de las funciones más esenciales del Congreso es la de
control, particularmente en materia presupuestaria. Si se cercena la facultad del Congreso
o de sus Cámaras de pedir informes, se limita seriamente la posibilidad de que el
parlamento furrcione con eficiencia.

La negativa de González Macchi
indicio de su responsabilidad en

de informar al Congreso constituye además un serio

públicos. En am
actos ilícitos relacionados con el manejo de recursos
iidente ha rehusado j{ptificar la utilización de fondo-s del
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Estado con lo que no solamente se configrrala causal de rnal desempeño en el ejercicio

del cargo, sino además la de comisiÓn de dc ltos'

El prirnero de los pedidlos a los que hacenlos referencia fue remitido por nota MHCD No

Z86 del 4 de octubre dr= 2001, y requeria entre otros puntos el listado de conscriptos

incorporados i:)or unidad y por elase. Esta solicitud reviste una importancia trascendental

rlesde el monlento en 'lue existe la seria sosper:ha de que gran cant¡dad de estos

efectivos militares en la realidad no existen, pero se cobran sus haberes.

t-a actitud más saludable del presidente deberia haber sido la plena disposiciÓn para

colaborar. Sin embarg¡o, una vez cumplido largamente el plazo, no procedió a la

contestación ¡ror lo que la Cámara tuvo que reiterar el pedido (nota M[-1CD No 824 del 1o

de noviembre le 2001).

Esta nota fue 'espondida por nota PR/N/2001-1358, firmada por Jaime Bestard, ern la que

se comunicab¿a la negativa a inform ar a la Cámara Ce Diputados acerca del cuestionario
remitido. Los argumentos eran expuestos en la nota CJ No 27, que se remitía adjunta y

firmada por el Presidente en su condición de Conranrlante en Jefe de las FF.AA.

El Presidente fundamenlaba su negativa en la norma constitucional que establece que las

actividades juriscliccionales están exentas del régimen del pedido de informes (att. 192) y

en que los datcs requeridos constituian su¡ruestamente "sec;retoS de Estado".

Con relación ,al primer punto, la acti'¡idad jurisdiccional a la que se hace referencia es
constitucionalrnente faculltad exclusiva del Poder Ju,licial. El segundo argumentr) es aún

rnás ridiculo. El número de militares existentes ¡r que cobran salarios a costa del
presupuesto General de Gastos de la Nación, nc puede afectar en ningún caso la
seguridad del Estado, y ildemás, ningún funcionario ¡:úblico, ni el propio Presidente, puede

discutir un texto constitur;ional claro'que les obliga a informar al Congreso.

El artÍculo 1912 contiene una obligación constituciorlal con relación al Poder Ejecutivo y

solo puede ser limitada en base a una norn'ta de igual rango, es decir constitucional. En

este caso, la respuesta del Poder Ejecutivo no se 1'unda en ninguna disposiciórl de esta
naturaleza, por lo que sLl negativa es claramente incotrstitt¡cional.

Con argumentos similares, es decir igualnT ente absurdos pero en este caso aÚn más

confusoi, el presidente (ionzález Macchi se negó a r:ontestar a la Cámara de Dipr-rtados el

seEundo perCido, acerca de la utilización y erjecució'n de los recursos públicos

presupuestadrts como "gastos reservados" en los ejercici,cs fiscales de los años 1999,

2000, 2OO1 y 2AA2, en los que ejerció la presidencia (MHCD No 913 del 16 de mayo de

2OOZ), La negativafue,:ontestada pornota 71 del Íi de junio de2002, quefue rechazada
por Resoluciór No 936 del 18 de julio de 2002'

Esta conduct¿L recurrente es sumamente grave, ya q,re en una democracia el principio más

básico es la transparencia de la gestión publica y la publicidad de los actos de gobierno'
Desde el monrento en que se niega información soL:re la forma en que se utiliza el dinero
público en gastos militares, lo menos que se puede es presumir que son ciertas las

denuncias que existen.

Para colmo, lc¡s argumentos esgrimidos no resisten el menor análisis.

La actitud del Poder Ejecutivo constituye una gravísima violación a la Constitución
Nacional que socava las; bases mismas del sistema,lemocrático, atenta contra el equilibrio
cle poderes y conrfigura mente la causal {e juicio político para su responsable directo:
el Presidente de I e,
I'tigintl I B



3.5. I¿OLAC'ONES A tOS DERECHOS ÍIUIWANOS Y"TERROR'SMO DE ESTADO

A todos los argumentos desarrollados, se suman s(?r¡as denuncias de violaciones a los

derechos humanos, que están incluidas en todos los informes anuales de los últimos años,

tanto de prestigiosos organismos internacionales del Sistema lnteramericanols y de

Naciones Unidas, como dl organizaciones localeslt', y que se han incrementado en los

últimos meses. Estas sr: refieren fundamentalnnenle a casos de torturas, detenciones

ilegales e incluso ejecuciones, de las que han sirÍ: víctimas no solamente personas

sindicadas por la comir;ión de delitos, sino también otras pertenecientes a sectores

vulnerables de la población como referentes de los movimientos caÍ]pesinos y pueblos

indigenas.

3. 5.1 .El caso,Arrom/Marti

El caso más gra,,/e y qur= ejemplifica mejor esta conducta clelictual de los organismos de

seguridad Oei- rstaóo, es él oe la privaciórr ilegítinra de libertad, desaparición forzada,

tortura, tratos crueles y cJegradantes en perjuicio de los ciu,ladanos Juan Arrom, Anuncio

Martí, Víctor Cotmán, ,Aná Rosa Samudio de C'rlmán y Jorge Samudio. De estas

flersonas, los señores .tuan Arrom y Anuncio Martí Méndez, dirigentes del mc'vimiento

político patria Libre, acusados por el Ministerio del Interior junto a otros órganos de

seguridad del Estado y el Ministerio Público de estar implicados en el secuestro rJe María

=Oitn 
Bordón cle Debeinardi, fueron privados ilegítim;amente de su libertad, sometidos a un

régimen de desaparición forzada y torturacios con alerrosía, siendo liberados dos semanas

deipués, no por interverrción de la Policía sino porque fuerc¡n en,;ontrados por algunos de

sus familiares en colaboraciÓn con la ciudadanía.

La responsab lidad directa del Poder Público y de la administración del señor González

tvlacchi, (en su persona. ministros de su gabinete y personal superior y subalterno de la
policía Nacional) en estos hechos está suficientemente demostrada. En primer lugar, tanto

la Fiscalía corno los oficiales policiales a cargo de l,a investigaciÓn del caso de secuestro

habían admitido que ambos eran sospechosos y que se encontraban bajo vigilancia

policial desde antes de su desaparición. Antes que eso, inclusive habian afirmado que los

culpables del secuestro pertenecían a un grupo político "de izquierda" y habían insistido

que se tratabi¡ de una situación sumamente grave, sin que hayan explicado las razones
posteriorment,?.

Además de todo esto, Arrom y Martí durante lo:; días que estuvieron secu'-'strados,

estuvieron en dos casas pertenecientes a oficiales de la Policía. Uno de los propietarios, el

subcomisario Antonio Gamarra, es el segundo del r:rrmisario Roberto González Cuquejo,

ouien estaba al frente del caso Debernardi. Las victimas de estos hechos identificaron a

sus captores, quienes a su vez son oficiales activos que trabajaban en el caso De'bernardi,

e iguaimente sostuvieron que los fiscales de la causa estaban al tanto de la situación y

qré *n el operativo de secuestro habría participaCo además el director del Clentro de

I nvestigación Judicial, Javier Cazal.

Lo más grav€' es que la responsabilidad penal de t¡stos hechos no solamente alcanza a

estos imfortantes ófic¡ales policiales. Existen serias evidencias que señalan por rle pronto

que dos minis;tros del poder Ejecutiv,r (hoy ex ministros) habrían estado en conrlcimiento
de estos hechos. Efectivamente, el señor Arrom denunció que durante sus días de

cautiverio fue a verlo el entonces ministro de Justicia Silvio Ferreira y que inclus.ive habló

por teléfono c;elular con el entonces ministro del Interior Julio Fanego. El caso derl ministro

Ferreira está confirmado por el Dr, Héctor Lacognata, dirigente del Encuentro Nacional,

'' Ver: Tercer lnforme sobre la situación de lbs derechcs humanos en Paraguay, 2001; Comisión

lnteramericana <le Derechos Hu DH) - OEt\.
"' Derechos Humanos en ,9
(CODEHUPY).

Humanos del ParaguaY"*"w
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quien afirma h¿rber contactado con aquél a través'de su esposa a los efectos de pradirle su

intermediaciórr para liberar a los detenido- Arrom y Martí y quien como resp'uesta le

reconoció que efectivame¡nte estaban en poder de la Policía y que serian liberados cuando
se encuentren "presentables". No se p,uede dudar del testimonio de Lacognata, ya que es
un amigo cercano de Ferreira y un estrecho colaborardor suyo en el Encuentro Nacional, y
porque además, habia puesto en conocimi,ento de todo, días antes de la liberación, al

obispo de San Pedro, Monseñor Fernando Lugo. quien confirmó la versión.

El testimonio de Arrom sobre el cor¡ocimiento de estos hechos por parte del ministro
Fanego se afianza además por la elocuente y permanente participación del ministro
Ferreira en las reuniones realizadas en el fr4inistericl del Interior en relación con el caso
Debernardi, sill tener ninguna vinculación institucional con el tema. Es muy difícil sostener
que estando en conocimiento del mismo el Ministro de Justicia no lo estuviera también el

propio Ministro del Interior, tal como lo afirnra el propio afectado.

3.5.2. La responsa bilidad del Presidente

El Presidente de la República tiene una responsabilidad directa en razón de ser
constitucionalrnente la máxima autoridad de los orgatrismos de seguridad del Estado, eñ,

este caso la F'olicía Nacional. El Presidente, como comandante de las Fuerzas Públicas,
conocia lo quer estaba sucediendo en el marco de lcs operativos desplegados por una de
las fuerzas que comanda, o en su defecto, tenía la obligación de conocer, en virtud de su

responsabilidad directa en la elección de sus ministros y de los comandantes de la Policía
(principio de la responsabilidad delegada c ctllpa irr eligiendo, por el cual la

responsabilidad se extiende al que delega por los acl:os ilícitos de sus delegados.

En este contexto, no solamente su incapacidad ha permitido que efectivos policiales

actúen con alcsoluta discrecionalidacl e irnpunidad en hechos de tanta gravedad sino
además, es r:,ulpable prrr omisión por su inacción ante las denuncias efectuadas por

familiares de Arrom y Martí. Estas no fueron atendidets ni tenidas en cuenta por ninguno de
los organismos de seguridad y todo el interés del gobierno, del Ministerio Público y de la
Policía se centró en convencer a la opinión pública Ce la culpabilidad de ambos antes de
interesarse en lo que estaba ocurriendo.

Lo que result¡a más grave es que toda esta sospechosa inacción y la responsabilidad
directa de al menos dcs ministros del Gobierno, que además eran los más estrechos
colaboradores del Presidente, hace que sea muy dit'ícil imaginar que el propio Presidente
no estaba al menos informado de qué la Policía había detenido ilegalmente a estas
personas.

La gravedad cle los hechos denunciados y, la definitiva comprobación de que en ellos harr

participado directamente importantes agentes de la Policía Nacional, con el conc¡cimiento
de al menos dos ministros del Poder Ejecutil,o, hace que esta situación se encuadre
claramente de'ntro del concepto de terrorismo de Estado.

3,5.3.De la responsabilidad par privación ilegrítima de libertad y desaparición fonada

Los hechos que se nos presentan y que motivan el presente pedido de juicio político,
constituyen graves violaciones a los derechos humanos, que el Gobierno del Sr. González
Macchi se hallaba en la obligación de prevenir conforme sendos instrumentos
internacionales ratificados por el Estado Paraguayo: la Convención Americana sobre
Derechos Hurnanos, la Convención lnteramericana para Prevenin y Sancionar l¿¡ Tortura,
la Convención¡ Americana Desaparición Forzarla de Personas, entre otros.
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Empero, la administración del Sr. González Macchi, confc'rme demuestran hechos hoy
notorios y de público conocimiento, no sol'i no ha cumplidc' de su obligación de prevenir
crimenes contra la dignidad humana, sino además dé abstenerse de participar en ellos.

En efecto, en ¡trimer térnrino los Sres. Arrom y llartí han sirlo privados ilegítimamente de
su libertad balrt la condir:ión de detenidos desaparecidos, circunstancia que conforme la
jurisprudencia y doctrina de la Corte y Comisión Interamericana de Derechos Humanos
constituye una violación múltiple y continuada de numerosos derecl'ros reconocidos en la
Convención Arnericana: el secuestro de una persona es un caso de privación arbitraria de
libertad que además conculca el derecho del individuo a ser llevado ante un juez y a
interponer recursos adecuados para controlar la legerlidad de su arresto; el aislanliento al
que se les somete representan por si mismos -e independiente de la tortura'a la que
fueron sometidos- form¡as de tratamiento cruel e inhurnano, lesivas de la integridad
psíquica y moral 9e la persona y su derecho al debido respeto a la dignidad, así como a su
integridad física2o.

3.5.4.De Ia responsabilidad por tortura, tratos crueúes, inhumanos y degradantes

De igual, modc¡ al momento del allanamiento de la vivienda donde se encontraban y de
procederse a sJ detención, el Sr. Víctor Colnrán fue sometido a torturas, al igual que el Sr.
Jorge Samudio; la Sra. Ana Rosa Samudio de Colmá,r" quien también se encontra,Sa en el
lugar fue violentada psicológicamente y agredida sexualmente2l; todo lo cual por ¡agentes
del Estado: Policía Nacicnal, Centro de lnvestigaciorres Judiciales y Ministerio Público, y
encontrándose, dichas personas bajo custodia del Ministerio Público tras un procedimiento
oficial del mismo

Al respecto, cl¿iramente la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la'tortura
establece que r;on responsables de estos hechos:

a. los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese carácter ordenen,
instiguetr, induzcan a su comisión, lo c;ometan directamente o que, pudiendo
impedirlo, no lo hagan.

b. Las personas que a instigación de los funcion¿¡rios o empleados públicos a que se
refiere e,l inciso a. ordenen, instiguen, o incluzcan a sLt comisión, lo cometan
directamente o sean cómplices.

De ello surge r:on meridiana claridad la responsabilidad del Sr. González Macchi en el
grave cuadro C,a v'iolaciones a los derechos humanos ocurrida en la República y cometida
por agentes dr-'l Estado con ocasión de la sindicación por parte de los órganos de
seguridad del Ustado del secuestro de la Sra. l/aria Edith Bordónr de Debernarcli, a las
víctirnas a quienes se alude en el presente escrito.

"" Para los efectos de la preserrte Convención, se considera deserparición forzaca la privación de la libertad a
una o más persorras. cualqu¡era que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o
grupos de personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o
grupos de personas que actúen con la autorización, el a¡toyo o la aquiescencia de! Estado, seguida de
la falta de información o de la negativa a reconocer dicha pnivación de la libertad o de la nelativa a
reconocer dicha privación de libertad o de inforrnar sobre ,el paradero de la persona, con lo cual se
impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes. Convención Americana
sobre Desapariciórr Forzada de Personas, Artículo ll.-'' Estos hechos constituyen as,imismo una clara violación del anículo 7 clela Convención de Belén do Pará
"Para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer", que en su parte correspondiente expresa
(Art.7.a):
"Los Estados parles condenar todas las fornlas de violencia contra
todos los medios apropiados '¡ sin dllaciones politicas orientadas a
violencla y en llevar a cabo lo s guiente:
a. abstenerse de cualquier acción o

la mujer y convienen en adoptar, por
prevenir, sancionar y erradicar dicha

práctica de violencia contra la mujer y velar por que las
se compolrten de conformidad conautoridades, sus funcionario

esta obligación; (...)

@.
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3.5.5.De1 ejercicio ilícittt del poder púbtico en fleryrante violación de los de.rechos
humanas

Destacamos artrui, que nrás alia Oe la responsabilida,l pen;al que pueda corresponder a
quienes participaron en el grado en que fuere en estos hechos, incluido el Presidente de la
República, corresponde en derecho que lc,s mismos sean defenestrados de sus cargos,
por constituir s,u gestión al frente de los mismos a partir de los actos de terrorismo de
Estado ocurridos en el país, una forma ilícita de ejercicio del poder público.

En efecto, conforme el artículo 1.1 de la Conveurción Americana de Derechos Humanos,
es ilicita toda forma de ej,=rcicio del poder público que viole derechos reconocidos en dicha
Convención. En tal sentir1o, en toda circunstancia en la cual un órgano o funcionario del
Estado o de r.lna institución de carácter público lesione indebidamente uno de tales
derechos, se está ante ulr supuesto de inobservancia del deber de respeto consagrado en
ese artículo.

3.5.6.Oe Ia respansabili'dad por persecucion ideológica y'menoscabo a la libertad de
asociación

Cabe resaltar ras graves violaciones rronletidas por los agentes del Estado a cargo del
Presidente González M¡¡cchi en contra de los derechos de libertad ideológica y de
asociación al atribuir al lVlovimiento Patria Libre V sus dirigentes el secuestro de l¿r señora
Edith de Debernardi en virtud de su aclscripción ideoiógica de izquierda y al admitir haber
"controlado" la$ actividades de dicho movirniento desde dos años atrás, lo que constituye
además una contravenci<in a las taxativas atribucion,as de la fuerza pública que F,rohíben
por principio la ingerencia del Estado, cualquiera sea su manifestación, en el ejercicio de
las libertades públicas y políticas de los ciudadanos y ciudadanas.

En reiteradas ocasiones, el ministro del interior, Jurlio Cesar Fanego; el vocero de la
presidencia de la República, Carlos Podestá. el direclor de investigaciones de delitos de la
Policía, el comisario Roberto González Cuquejo y el fiscal Hugo Velázquez en su
momento, alegaron corr'rc'elemento de convicción y oausa dell delito investigado la práctica
e ideología dei Movimiento Patria Libre y sus miernbros, brinrlando inclusive, como avance
de la investigación, detalles relacionados a dicha prár:lica e ideología: fotografías,
filmaciones, folletos, cint¡¡s de música; materiales aclemás incautados en procedimientos
de cuestionable legalidad.

Para agravar esta situacirin, una vez liberados los seiÍores Arrom y Martí, denunciaron que
gran parte de lcs interrogratorios realizados bajo tortura por sus captores, se centrabsñ err
la obtención de información sobre el Movimiento Patria Libre y sus actividades, lo que
señala una clara conexión entre el discurso de los órganos de seguridad del Estado y el de
los torturadores. Portodc'esto, el Presidente González Macchi también es responsable de
persecución ideológica al consentir que los órganos; de seguridad a su cargo sr= hayan
extralinnitado arbitrariamente en el ejercicio de sus funciones y al refrendar (no desmentir o
censurar) las declaraciones oficiales de sus subrordinados lesivas a los principios
constitu cionales citados.
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4.CAUSALES DE DESTI1TUCION

4.1 .MAL DESEMPEÑO DE LAS FUAIC'O'\IES

La inocultable incapacidad de Presidente Gonzá{ez tvlacchi para manejar las cuestiones de

Estado, llegando en ocasiones a admitir en entrevistas realizadas por los medios masivos

cje comunicación social que no estaba preparado para el cargo, lo que fue corroborado por

su propio parlre, también en declaraciones brindatlas a la prensa; revelan que las

imputaciones cle mal desempeño en el ejercicio del cargo que se le imputan en es,te Juicio
político no deberíañ sot'prre¡der a nadie. Desgobierncl, déficit fiscal, desempleo, in<ligencia,

analfabetismo falta de ¿ltención a la salucl pública' inseguridad )r corrupción generalizada

son el legado rle casi cu¿ltro años de mandato de[ seítor González Macchi.

Estos hechos, sumados a mas de un fallido Golpe ,Je Estado y el permanente relevo de

sus Ministros y otros altos funcionarios del Esiado así como su reiterada negativa de

brindar los informes que le fueron requeridos por Congreso de la Nación, no son lo
suficientemente elocuen'les y significativos como parie aseverar que reina una inestabilidad
política pocas veces vrsia y una profunda crisis moral avalada por la inseguridad jurídica

del Estado qur: é1, el señor González lvlacchi dirige.

Nosotnos estarros converncidos de que si, y por lo tarrto, de que el ciudadano que ocupa la

primera magistratura l'ra incurrido sobrada y repetidamente en la causal de mal

desempeño de sus funciones.

4.2.COMIS'ÓIV DE DEUTAS EN EL EJERUCrc DEL CARGA Y DE DEUTAS
COMUNES

La vinculaciórr directa y familiar con el desvío de los diezy seis millones de dólares de los

EE.UU. de dgs bancós en liquidacirin, los gerstos indebidos en viajes en yale en los

EE.UU. por ouenta de,l Estado, sLts reiteraclos 'lontactos misivos y telefónicos con

personas soscechosas de haber participardo de.. dicha operación delictiva, la tendenciosa
contratación cle su amig¡o y escribano particular en lugar de la escrituraciÓn de los actos
jurÍdicos relar:ionados cón la constitución de COPACO a través de la Escribania Mayor de

Gobierno con un innecesario costo de quinientos mil dólares de los EE.UU' para el erario

público, la violación de los derechos humanos, el secuestro y tortura de personas y la
persecución irleológica en contravención de las liberrtades y garantías consagra,Jas en la
Constitución lrlacioñal y en numerosos tratados interrnacionales firmados y ratificados por

nuestro país, son todos detitos y crímenes de lesa humanidad que se le imputan

directamente al Presidente González Maccl-ri, a partir de su ascensión al cargo que ocupa

y al que no ha hecho honor en ningún momento; y que constituyen también causales de

destitución de,l cargo.

5.OPORTUNIDAD DE I..A MEDIDA

A nuestro criterio no existe un momento en que la rnedida de destituir a un Presidente de

la República incapaz y cor(upto, por los medios constitucionalmente reconocidos sea

inoportuno; de hecho, ,luanto antes se haga, mejor para el bienestar público; y aunque

llegue en las postrimerias de su mandato, por lo nlenos s;ervirá de ejemplo aleccionador
para otros que pretendzrn seguir sus ,Dasos.

Además, la cr"isis política, económica y social que vive nuestro país, y se agudiza dia a dia

exige un Gobierno con al menos algo de credibilidad y liderazgo, condiciones de las que

carece absolutam ís Angel González l\4acchi. Un país en crisis no puede ser
r..U,;

---/
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gobernado de esta manera y cada dia que pasa nos acerca de manera peligrosa a

situaciones terminales, c,JrTlo las que se hai. vivido en paises de la región.

6.CONCLUSION

Finalmente, en base a todo lo expuesto, por la ineficiencia de su gestión y por la
corrupción generalizada que se ejemplifica con el caso descrito, el Presidente Luís Angel
González Macchi c?rec,3 de idoneidad y autoridad rnoral para el ejercicio del cargo y, en
consecuencia, debe ser destituido de su cargo por la Honorable Gámara de Senadores
de ta Nación por hechos que corrstitruyen la causal de mafl desempeño y que,
además, podrían constituir delitos con'retidos e'n el ejercicio del cargo y delitos
comunes, de conformiclad a lo dispuesto en el Ant. 2250 de la Constitución Nacional.
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Señor Presidente:

Tenemos a bien dirigirnos a Vuestra Honorabilidad, a objeto de

remitir adjuntc la Resolución No 993 "POR LA OL,!E SH FORMULA A,CUSACION AN'[E LA

HONORABLE CAflVIARA DE SENADORES, CONTRA EI. PRESIDENTE DE LA REPUELICA,

SEÑOR LUIS A.NGEL GOI{ZALEZ MACCI.II, A I.OS EF!:CTOS DE LA INISTAURACIO¡\I DEL

JUfClo PoLIT$I3O PREV!$TO EN EL ARTICULO 225 f.rE LA CONSTITUCION NACIONAL"

clictada por la H. Cámara de Diputados en sesión orrlina'ria Ce fecha 5 de diciembre de

2002.

Aprove-ihamos

muy atentamente.

Garlos Rejalaga
Sec rio Parlanrentario

At_

F[ONORABLE SEÑOR
JUAN CARLOS GALAVERNA D.
PRESIDENTE H. CAMAR¡A DE SENADORES

la oportunidad para saludar tra Honorabilidad

Mr-'rA DÉ Fi,li'RAttA
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Artículo 2o.- í,omunicar a quienes corresponda y cumplido .archivar.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DE LA
MES

DE
BRE DELDIPUTADOS DE LA NACION, A CINCO DIAS DEL

AÑO DOS MIL DOS.

Carlos
Secreta

e Dip

'::,i]" 7i.ii,rr.,,* ¿/a.'ill)'¡{, uúa,ú^

cl) Designar una comisión acusadora compuesta por los diputados

nacionales llafael Filizzola, Marcelo Duarte, MiSuel Corrales y Juan Carlos

Araujo, para que conjunta, separada, alternativa, indistinta o

s¡cesivamente, y ejercierrdo la representación de la l{onorable Cámara de

Diputados, sostengan la presente acusación ante la Honorable Cámara de

Senadores, en caso de ser convocada por ella, otorgándoles faCultades

ordinarias para la presentación de esr:ritos, exámen'es de documentos,

interposición de recursos, ofrecimiento, contrr)l e impugnación de pruebas,

si fr-lere ne,lesario, y, ert fin, cuarrtos más actos y' diligencias resu,ltaren

necesarias ¡rara el mejor cumplimiento ce su c;c'metido.
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R.ESOLUCION NO

POR LA QUE SE FORMULA AGU$AGIÓN ANTE LA HONORABLE
CÁUNNA DE SENADORES, CONT'RA EL PRESIDENTE DE LA
REpúBLtCl\, SR. LUíS ,ANGEN- GONZ,ÁLEZ MACCHI, A LOS EFtsGTOS

DE LA TNSTAURACTóN DEu JLilclo, POLÍTICO' PREVISTO EN EL
ARTíCUL A 225 DE LA CONSTITUCIÓI{ NACIONAL

LA HONOR,ABLE CÁMARA DE DIPI"'TI\DOS DE ¡.A NACIÓN

RESUELVE:

Iniciar el procedimiento de enjuiciamiento políticc' del presidente de la

R.,epública en los siguientes térrninos:

a) Formular acusación ante la Honorable Cámara de Senadores de la
Nación. contra el Presidente de la República, Sr. Luis Angel González
N{acchi, por hechos que constituyen l¿r causal de mal desempeño y que,

además, pgdrian constituir delitos conretidos en el ejercicio del cargo y
dr>litos comunes, de conforrnridad a lo dispuesto en el art. 225o de la
Constituciórr Nacional ;

bl Comunicar la presente Resolución a la Hotrorable Cámara de Senadores

de la Nación para el sometimiento al correspondiente juicio político del

Presidente rle la República, Sr. Luís Angel González Macchi, de acuerdo al

procedimierrto establecido pana el efect.o pre.risto pcr el artículo 2250 de la
Constitución Nacional, y de ser hallado culpaLrle, proceder a su des¡titución

cl,el cargo y a su eventual remisión de lo,s antecedentes a la justicia ordinaria,
si se estableciera la supuesta comisión tle delitr¡s en el ejercicio del cargo;

c) Establecer que la e>lposición de nrotivos que acompaña la d'enuncia

fcirmulada por varios diputados forma parte de¡ la misma Y, en consecuencia,
clisponer su remisiÓn y la de los demás, antecedentes y re¡caudos

clocumentales pertinentes a la Honorable 3ámara de Senadores de la
tración en calidad de anexo y fundamer¡to de la acusación que se formula; y

d) Designar una comisión acusadc,ra compuesta por los diputados
nácionalés Rafael Filizzola, l\4arcelo Duarte, Nliguel Corrales y Juan Carlos

A,raujo, para que conjunta, separada, alternativa, indistinta o sucesivamente,
y ejerciendo la representación de la Honorable Cámara de Diputados,
sostengan Ia presente acusárrión ante la Honorable Cámara de Senadores,
en caso de ser convocada por ella, otorgándoles facultades ordinarias para

la presenterción de escritos, exárnenes de documentos, interposición de

fr3cursos, ofrecimiento, control e impugrración de prulebas, sifuere ne,cesario,

)/, en fin, cuantos más actos y diligenciars resultaren
cumplimiento de su cometido.

Art. 20.-
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